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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO 

 

DENUNCIA 

 

Con fecha 08 de marzo de 2016, JORGE LUIS GALLEGOS SOLIS (en adelante, el 

“denunciante”), interpuso denuncia contra el Banco de Crédito del Perú (en adelante, 

el “denunciado” o “BCP”), a fin de que el INDECOPI inicie un Procedimiento 

Administrativo por incumplimiento al deber de idoneidad. 

 

Fundamentos de Hecho y de Derecho: 

 

 El día 17 de julio de 2015, el denunciante realizó un depósito en su cuenta de 

ahorros N° 380-483327003 (en adelante, la “cuenta de ahorros”), ascendente a la 

suma de S/. 47,781.53. 

 Ese mismo día, luego de haber realizado el referido depósito, el denunciante 

realizó el retiro de la suma de S/. 8,500.00, de dicha cuenta. 

 Luego del referido retiro, no volvió a realizar ningún otro movimiento en dicha 

cuenta, pues se le extravió la Tarjeta. 

 Posteriormente, el Banco le entregó una nueva Tarjera  N° 4557-8809-1992-1693 

(en adelante, la “Tarjeta Credimás”), con la cual realizó una serie de retiros 

bancarios, siendo el último, el realizado el día 03 de octubre de 2015. 

 Al obtener la Tarjeta Credimás, el personal del BCP le ofreció que deposite el 

monto de S/. 3,500.00 en el sistema de Plazo fijo, a lo cual el denunciante aceptó; 

no obstante, no le dieron comprobante alguno de ello. Luego de un mes, mediante 

llamada telefónica nuevamente le propusieron que deposite el mismo monto, a lo 

cual también aceptó. 

 Luego de semanas, cuando se acercó al Banco con su Tarjeta Credimás a realizar 

un retiro, se dio con la sorpresa de que durante el período comprendido entre el 08 

y 30 de octubre de 2015, se realizaron una serie de retiros que no reputa como 

suyos; por lo que, ya no contaba con fondos en su cuenta. 

 

Medios probatorios: 



 Copia del Reclamo N° 224-2016/SAC-INDECOPI/ICA, de fecha 02 de marzo de 

2016. 

 Copia del movimiento bancario de la Cuenta de ahorro N° 380-32483327-0-03. 

 

DESCARGOS 

 

Mediante escrito del 01 de agosto de 2016, el BCP, aunque fuera de plazo, presentó su 

escrito de descargos, a fin de que la Comisión declare infundada la denuncia. Ello en 

base a lo siguiente: 

 

Fundamentos de Hecho y de Derecho 

 

 Que, debido al cambio de Tarjeta que realizó el denunciante, la Tarjeta vigente 

vinculada a la cuenta de ahorros del señor Gallegos Solís, a partir del 24 de agosto 

de 2015, fue la Tarjeta N° 4557-8809-1992-1639 (“Tarjeta Credimás”). 

 Toda operación efectuada con la Tarjeta (física o de su numeración), requiere del 

empleo de la firma electrónica y se reputa ineludiblemente efectuada, reconocida 

y aceptada por el cliente. Por lo que, el cliente asume la obligación de mantener a 

buen resguardo y bajo su posesión física, la Tarjeta, así como en total reserva y en 

secreto la firma electrónica. 

 No hay otro modo de ingresar a las cuentas incorporadas a este sistema de tarjetas 

de débito sino con el uso de la tarjeta más la clave secreta o firma electrónica. 

 Los retiros efectuados a partir del 03 de octubre de 2015 (fecha que el denunciante 

reconoce como último retiro válido), se realizaron en estricta observación de las 

normas técnicas como es el uso de la Tarjeta y su clave secreta, hecho que se 

acredita con el reporte tándem y las winchas auditoras.  

 Antes de las operaciones no reconocidas, el denunciante no comunicó el uso 

irregular de su Tarjeta Credimás, ya que esta fue bloqueada recién el 17 de febrero 

de 2016, por ende, no se puede reputar al BCP la responsabilidad por las presuntas 

operaciones irregulares. 

 Además de ello, el BCP cuenta con diversos mecanismos de seguridad para 

realizar operaciones de manera segura en un cajero automático, como el de 

solicitar el número de DNI del cliente, para poder efectuar un retiro, así como la 



clave secreta; también hay topes diarios sobre los montos en las operaciones, y 

cuando se detecta un fraude, se procede a deshabilitar la tarjeta comprometida y se 

bloquea todas las cuentas involucradas, informando al cliente de lo sucedido. 

 Existe un sistema de monitoreo, el cual no emitió ninguna alerta por las 

operaciones de retiro o de algún comportamiento o patrón de fraude en el período 

del 08 al 30 de octubre de 2015, pues las operaciones se dieron en la jurisdicción 

del cliente, mediante operaciones continuas y sin tratarse de retiros con montos 

tope; lo cual se ajusta al patrón de consumos del denunciante. 

 

Medios probatorios que se acompañan: 

 

 Copia del contrato de cuenta de ahorros y cartilla informativa suscrito por el 

denunciante. 

 Copia del contrato modelo con las condiciones generales aplicables ha dicho 

contrato, de la fecha de suscripción del contrato del denunciante. 

 Copia de la solicitud de cambio de Tarjeta Credimás firmada por el denunciante. 

 Reporte tándem y winchas auditores debidamente visadas de las operaciones de 

retiro cuestionadas. 

 Print debidamente visada de la pantalla de bloqueo de la Tarjeta Credimás. 

 Estados de cuenta de la Cuenta de ahorros del denunciante desde julio de 2015 

hasta abril de 2016. 

 Informe de la empresa Deloitte & Touche, quien señala que las operaciones 

realizadas en el BCP fueron efectuadas con la tarjeta de débito y con el empleo de 

su clave secreta. 

 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN DE LA OFICINA REGIONAL 

DE INDECOPI DE ICA 

 

Mediante Resolución N° 205-2016/INDECOPI-ICA, del 22 de julio de 2016, la 

Comisión de Protección al Consumidor, resolvió: 

 

 Primero: Declarar FUNDADA la denuncia interpuesta contra el Banco de Crédito 

del Perú, por infracción al artículo 19 de la Ley N° 29571, Código de Protección y 



Defensa del Consumidor, al haber quedado acreditado que permitió 

indebidamente que se efectúen retiros no reconocidos de la Cuenta de Ahorro N° 

380-32483327-0-03, de titularidad del denunciante. 

 Segundo: Ordenar al Banco de Crédito del Perú, como medida correctiva que 

dentro del plazo de cinco (5) días hábiles, cumpla con devolver al denunciante el 

dinero correspondiente a las operaciones no reconocidas, más intereses; así como 

el pago de las costas del procedimiento. 

 Tercero: Sancionar al Banco de Crédito del Perú, con una multa ascendente a tres 

(3) UIT. 

 

Los fundamentos que motivaron la Resolución de la Comisión fueron los siguientes: 

 

 El denunciante denunció al Banco de Crédito del Perú porque habría permitido 

que se efectúen retiros no reconocidos de su Cuenta de Ahorros N° 380-

32483327-0-03. 

 Obra en el expediente, entre otros, copia de la carta de respuesta del Banco al 

reclamo que presentó ante el Servicio de Atención al Ciudadano del Indecopi, el 

02 de marzo de 2016. 

 En diversos pronunciamientos, la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

ha señalado que la comprobación de un hecho negativo como la no realización de 

los retiros de efectivo, no es factible para un consumidor. Al contrario, el Banco, 

como proveedor del servicio es quien debe probar que las operaciones se 

realizaron de manera regular, es decir, con el uso de la tarjeta de débito y la clave 

secreta. 

 El Banco no cumplió con sustentar y acreditar que no era responsable por la falta 

de idoneidad del servicio ofrecido en el mercado. 

 Como se quedó acreditado que el banco infringió el artículo 19 de la Ley N° 

29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor, corresponde ordenarle 

que cumpla con devolver el dinero correspondiente a las operaciones no 

reconocidas más los intereses respectivos, en un plazo de cinco (5) días hábiles 

como medida correctiva; además, del pago de costas del procedimiento. 

 Si incumple dicha medida correctiva, se le impondrá al proveedor una multa de 3 

UIT. 



Posteriormente, el denunciado, al no encontrarse de acuerdo con lo resuelto por la 

Comisión presentó su recurso de apelación. Estando a ello, la Comisión se dispuso 

conceder el recurso de apelación interpuesto, elevándose los actuados a la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor de Indecopi. 

 

RECURSO DE APELACIÓN 

 

Mediante escrito del 10 de agosto de 2016, el denunciado, Banco de Crédito del Perú, al 

no encontrarse conforme con lo resuelto en la Resolución de la Comisión N° 205-

2016/INDECOPI-ICA, notificado el 03 de agosto de 2016, señaló lo siguiente: 

 

Fundamentos de Hecho y de Derecho 

 

 A pesar de haberse declarado la rebeldía del BCP, la Comisión estaba en la 

obligación de hacer una correcta verificación de los hechos. Así, pudo haber 

requerido al denunciado que cumpla con adjuntar la documentación que acredite 

la existencia de las transacciones no reconocidas, y solo a partir de ello, emitir un 

pronunciamiento. 

 No se indican las razones del porqué la carta cursada por el BCP al denunciante, 

es desestimada, vulnerando así el Principio de debida motivación. Así, la 

Comisión únicamente se limitó a mencionarla, pero no a sentar posición sobre su 

valor probatorio. 

 Contrariamente a lo decidido, las operaciones no reconocidas por el denunciante, 

han sido efectuadas correctamente, con el uso de la Tarjeta Credimás y la clave 

secreta, de estricta responsabilidad del cliente. 

 A través de su escrito de fecha 01 de agosto de 2016, presentó la documentación 

que sustenta que todas las operaciones bancarias fueron regulares, lo cual se 

acredita con el reporte tándem y las winchas auditoras. Asimismo, acreditó contar 

con un adecuado sistema de seguridad para los clientes que realicen operaciones 

bancarias en los cajeros automáticos. 

 En el sistema de monitoreo del BCP no evidenció nada irregular puesto que el 

patrón de consumos del denunciante no ha variado, y dichos retiros fueron 

efectuados en su jurisdicción, siendo operación continuas. 



 Habiendo acreditado no haber incurrido en ninguna vulneración al deber de 

idoneidad, la sanción impuesta, la medida correctiva ordenada y el pago de costas 

debe dejarse sin efecto. 

 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR EL TRIBUNAL DE DEFENSA DE LA 

COMPETENCIA Y DE LA PROTECCIÓN DE LA PROPIEDAD 

INTELECTUAL 

 

Mediante Resolución N° 0647-2017/SPC-INDECOPI, del 06 de febrero de 2017, la 

Sala Especializada en Protección al Consumidor resolvió: 

 

 REVOCAR la Resolución N° 205-2016/INDECOPI-ICA del 22 de julio de 2016, 

emitida por la Comisión de la Oficina Regional del Indecopi de Ica, que declaró 

fundada la denuncia interpuesta contra el Banco de Crédito del Perú, por 

infracción al artículo 19 de la Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del 

Consumidor; y, reformándola, se declara INFUNDADA la misma, en la medida 

que quedó acreditado que los retiros efectuados en la cuenta de ahorros del 

denunciante se efectuaron con el empleo de la tarjeta de débito, la clave secreta y 

durante el plazo que la misma estuvo activa. En consecuencia, se dejan sin efecto 

la multa impuesta ascendente a 3 UIT, la medida correctiva y la condena al pago 

de costas y costos del procedimiento.  

 

Los fundamentos que motivaron la Resolución de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor fueron las siguientes: 

 De la revisión del expediente, se advierte que la Carta de respuesta al reclamo 

presentado por el denunciante ante Indecopi, contiene un cuadro Excel en el que 

se detalla las 13 operaciones materia de cuestionamiento. No obstante, por sí sola, 

dicha Carta no genera convicción, ya que no se sustenta en medios de prueba 

adicionales que pudieran corroborar lo indicado allí y que se utilizó la tarjeta 

activa, y la clave secreta para los retiros; por ende, la Comisión efectuó una 

correcta valoración. 



 Son los proveedores del servicio financiero quienes deben probar que las 

operaciones bancarias se realizaron debidamente, esto es, utilizando la tarjeta y la 

clave del cliente, cuyo resguardo es responsabilidad suya. 

 Los medios de prueba que usualmente presentan las entidades financieras para 

acreditar que los retiros realizados mediante cajeros automáticos fueron regulares, 

son: i) las “winchas auditoras” de los cajeros automáticos; ii) los “print de 

pantalla”; iii) los “reportes Tándem”; y, iv) los reportes en formato “TXT”. 

 Se ha podido verificar que las operaciones cuestionadas fueron efectuadas entre el 

08 de octubre de 2015 y 30 de octubre de 2015. 

 La Tarjeta Credimás se encontraba activa al momento de los retiros de dinero 

cuestionados, pues recién se solicitó y realizó el bloqueo el 17 de febrero de 2016. 

 De los medios probatorios presentado por el BCP, los mismos que no han sido 

cuestionados respecto a su validez, se puede evidenciar que el denunciado ha 

cumplido con aportar el material probatorio pertinente, a efectos de determinar la 

validez de las 13 operaciones. 

 En la medida de que las 13 operaciones cuestionadas fueron realizadas de manera 

regular, corresponde revocar la Resolución de primera instancia por no haberse 

vulnerado el artículo 19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

 

 CUESTIONES MATERIALES: 

 

1. ¿El denunciado infringió el deber de idoneidad? 

 

Identificación:  

En el presente caso, el denunciante manifiesta que el 17 de julio del 2015, de su 

cuenta de ahorros que tenía con el Banco de Crédito del Perú, se efectuaron 

retiros no reconocidos por el importe de S/. 5 120,00, por lo que estos retiros para 

el denunciante los efectuó otra persona distinta a él.  

  

Análisis: 



Antes de realizar un análisis respecto a la idoneidad de un producto o un servicio, 

hay que establecer si el denunciante es considerado como un consumidor para el 

Código de Protección y Defensa del Consumidor, así como también es relevante 

lo establecido en la doctrina, el cual considera un sector que el consumidor es: 

“Es quien cierra el círculo económico satisfaciendo sus necesidades y 

acrecentando su bienestar a través de la utilización de una gama de productos y 

servicios”. (Nuñez. 2012, p. 261) 

 

Teniendo en consideración las definiciones propuestas por el Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, cabe señalar que el consumidor es aquella 

persona natural o jurídica que adquiere, usa y disfruta como destinatario final un 

producto o servicio actuando en un ámbito ajeno a la actividad empresarial. 

 

En el presente caso, si estamos ante un consumidor, debido a que existe una 

relación de consumo, que se materializa con el contrato de tarjeta de débito que 

existe entre el denunciante y el Banco de Crédito el Perú, por lo que existe una 

relación previa a la denuncia efectuada por el consumidor. 

 

Al establecer que el denunciante es un consumidor, el Código de Protección y 

Defensa del Consumidor otorga al consumidor una serie de derechos, entre ellos 

está el derecho a elegir libremente entre los productos y servicios idóneos 

establecidos en el Art.1 inc. f de Código citado, el cual a la vez se convierte en un 

deber del proveedor el cual se establece en el artículo 19 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor que señala que el proveedor debe 

responder por la idoneidad y calidad de sus productos y servicios, así se señala 

que: “El deber de idoneidad consiste en entregar el producto o brindar el servicio 

en función de lo que espera recibir el consumidor razonable, quien espera lo que 

sabe del producto en base a la información que tenía disponible”. (Carbonell, 

2015, p.143). 

 

Asimismo, cabe indicar que, la Sala Especializada en Protección al Consumidor 

ha señalado que: “La idoneidad es evaluada en función a la propia naturaleza del 

producto o servicio y a su aptitud para satisfacer la finalidad para la cual ha sido 

puesto en el mercado” (Exp. Nº 166-2018/CC3, Fundamento 23). 



 

Sobre lo expuesto, podemos señalar que la idoneidad es el derecho que tiene todo 

consumidor, a que el producto o servicio que se le ofrezca a este cumpla con las 

expectativas que el proveedor genero al momento de ofrecerlo en el mercado. 

Teniendo en cuenta lo señalado, podemos precisar que, el denunciante manifestó 

en su denuncia que el Banco de Crédito del Perú, no cumplió con el deber de 

idoneidad, debido a que, como todo consumidor que contrata servicios 

financieros, las expectativas que tiene es que el dinero que deposite en dicha 

entidad bancaria este seguro, y no sea sustraído por un tercero, es por ello que el 

consumidor denuncia a dicha entidad porque según los medios probatorios 

presentados este no habría cumplido con otorgarte esa seguridad en su cuenta de 

ahorros, en la cual se efectuaron operaciones no reconocidas por el consumidor. 

 

2. ¿La medida correctiva solicitada tiene naturaleza indemnizatoria? 

 

Identificación: 

En el escrito de denuncia, el denunciante solicita como medida correctiva el 

reembolso del dinero que supuestamente le fue sustraído de su cuenta de ahorros, 

mediante operaciones que no reconoce. 

 

Análisis: 

Respecto a las medidas correctivas podemos señalar que están destinadas a 

resarcir las pérdidas económicas que sufre el consumidor cuando se trata de una 

medida correctiva reparadora, y así como también a impedir que la conducta 

infractora cometida por el proveedor no se vuelva a cometer en un futuro, en caso 

sea una medida correctiva complementaria, sobre el particular:  

 

El Código establece que las medidas correctivas reparadoras como mandatos 

dirigidos a resarcir las consecuencias patrimoniales directas e inmediatas 

originadas por la infracción buscan corregir la conducta infractora y no tiene 

naturaleza indemnizatoria; son dictadas sin perjuicio de la indemnización de 

los daños y perjuicios que el consumidor, quizá por ello y por su 

nomenclatura algunos civilistas están en desacuerdo con que el Indecopi 

ordene medidas correctivas, porque ellos razonan el tema del consumidor 



desde la perspectiva y la lógica del Derecho Civil y no se adentra a analizar el 

tema desde la perspectiva de la contratación de consumo y desde la 

perspectiva del mercado creciente (…). (Durand 2016, Pág. 108) 

 

Cabe señalar que dichas medidas no tienen un carácter indemnizatorio, así lo ha 

establecido el Código de Protección y Defensa del Consumidor en su  Art.115.7 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor; sin embargo, si el 

consumidor posteriormente solicita una indemnización en la vía adecuada, se 

descuenta la satisfacción patrimonial que este obtiene en una medida correctiva 

reparadora. 

 

En el presente caso, el consumidor solicita una medida correctiva reparadora, la 

cual consiste en el reembolso del dinero que fue supuestamente sustraído de su 

cuenta de ahorros, mediante operaciones que este no reconoce como hechas por 

él mismo. 

 

3. ¿Quién tiene la carga de la prueba en el presente caso?  

 

Identificación: 

En el escrito de la denuncia, el denunciante presento como medios probatorios 

copia de la carta de respuesta del Banco al reclamo que presento ante el Servicio 

de Atención al Ciudadano del Indecopi el 2 de marzo de 2016 y copia del 

documento denominado “Movimientos de Cuenta”, sin embargo, el denunciado 

no presento en su oportunidad la contestación de la denuncia, es por ello que se le 

declaro rebelde. 

 

Análisis: 

Con relación a la carga de la prueba podemos indicar que, el que alega un hecho 

o los contradice debe de probarlo, en el derecho procesal civil la carga de la 

prueba se reduce a dichos términos. Para Hinostroza (2011), la carga de la prueba 

consiste en lo siguiente: 

 

La carga de la prueba se entiende como el conjunto de reglas de juicio que 

le señala al magistrado de manera cómo resolverá en aquellos casos de 



omisión de pruebas o pruebas insuficientes que no puede salvar siquiera con 

la actuación de prueba de juicio. (p.226) 

 

De otro lado, debe tenerse en cuenta lo establecido por Ledesma (2008) sobre la 

carga de la prueba dinámica quien señala: 

Por tanto, como constituye un apartamiento excepcional de las normas 

legales que establecen la distribución de la carga de la prueba, sólo funciona 

cuando la aplicación rígida o mecánica de la ley conduce a resultados 

inocuos o nada valiosos. (…) En conclusión, como ya se ha sostenido, 

tradicionalmente se entendía que la carga de la prueba pesaba sobre la parte 

que afirmaba la existencia de algún hecho controvertido. El otro litigante 

dejaba satisfecha su posición con la sola negativa expresa. Con el correr del 

tiempo los hombres de derecho se dieron cuenta que se presentaban 

situaciones donde la parte que negaba tenía a su alcance la facilidad de la 

prueba y la ocultaba de mala fe, mientras que estaba lejos de las 

posibilidades de la otra poder aportar elementos de convicción. La doctrina 

de las cargas probatorias dinámicas abandonó la óptica tradicional y 

distribuye las obligaciones probatorias poniéndolas, tal como se ha 

señalado, en cabeza de la parte que se encuentre en mejores condiciones 

para producirla. Se funda, entre otros preceptos, en el deber de colaboración 

y en el principio de solidaridad del demandado para el arribo a la verdad 

real. (p. 713-714) 

 

Para esta autora inicialmente la carga de probar recaía en una persona específica 

teniendo en cuenta la relación procesal, no obstante, existe la teoría de la carga 

dinámica de la prueba mediante la cual a quien corresponde acreditar un hecho 

no es a una parte en específico, sino a quien está en mejor posición para probar.  

 

Dicha teoría se fundamenta en los principios de solidaridad y deber de 

colaboración con la finalidad de buscar una verdad material 

 

Así en el presente caso, se debe tener en cuenta que al tratarse de servicios 

financieros, la carga probatoria se vuelve más compleja y difícil de conseguir 

por parte del consumidor denunciante, puesto que solos las entidades del sistema 



financiero son las que tienen mayor acceso a dicha información, ya que es 

almacenada en su base de datos. 

 

Es por ello que, los denunciados tienen una mejor posición para poder incorporar 

al procedimiento los medios probatorios idóneos que permitan determinar si las 

operaciones que se realizaron fueron hechas por el titular o por otra persona 

ajena a la relación de consumo. 

 

Sobre lo expuesto, debe indicarse que en el presente caso quien tiene la mayor 

facilidad de carga de prueba es el denunciado, por tener una mayor facilidad de 

probar los hechos que ha manifestado el denunciante en su denuncia. 

 

4. ¿Qué consecuencias genera la inobservancia de Principios Administrativos 

por parte de la autoridad administrativa en un procedimiento 

administrativo? 

 

Identificación: 

La Comisión de Protección y Defensa del Consumidor, al momento de resolver la 

controversia, no tiene en cuenta los principios del derecho administrativo, como 

el derecho al debido procedimiento, traducido en la vulneración a la debida 

motivación al momento de resolver y no tener en cuenta la carta presentada por el 

Banco de Crédito del Perú. 

 

Análisis: 

En todo procedimiento administrativo se debe tener en consideración los 

principios que regulan el Texto Único Ordenado aprobado por Decreto Supremo 

004-2019-JUS de la Ley 27444 (Ley del Procedimiento Administrativo General), 

las cuales han traído a su vez nuevas incorporaciones de principios que van a 

regular los procedimientos administrativos. 

 

Los principios los podemos definir como aquellas directrices que sirven de guía a  

todo procedimiento administrativo, ya sea un procedimiento administrativo puro 

o un procedimiento administrativo sancionador. 

 



Uno de los más importantes es el principio a un debido procedimiento, el cual 

otorga una serie de garantías que goza el administrado entre ellas, el derecho a 

una debida motivación. 

 

Cabe que mencionar, que tanto las resoluciones judiciales como las emitidas por 

la administración, deben cumplir con la debida motivación, derecho del cual goza 

todo justiciable y administrado, el cual se encuentra inmerso en el derecho al 

debido proceso. 

 

Con relación a la debida motivación de las resoluciones administrativas, la 

doctrina nacional en ese sentido señaló que:  

La motivación cumple dentro de la concepción del acto administrativo las 

siguientes funciones: a) Propiciar que las autoridades se pronuncien con 

seriedad y rigor en la formación de la voluntad de la Administración (…); b) 

Cumple con un rol informador, ya que representa la exteriorización de las 

razones en cuya virtud se produce el acto administrativo (…); c) Cumple 

una función justificadora sobre los aspectos de contenido del acto 

administrativo; d) Facilita el control de la Administración por el Poder 

Judicial ya que al vincular el acto a la legalidad, la motivación expresa la 

forma en que la autoridad ha entendido que se concreta la adecuación del 

acto al fin previsto por la norma, y otorga así racionalidad y objetividad a la 

actuación administrativa, (…). (Morón, 2010, p. 163-164) 

 

Sobre lo expuesto, debemos señalar que para que la administración emita una 

resolución motivada, debe de basarse sobre los hechos expuestos por las partes y 

los medios probatorios aportados por estas, y a falta de medios probatorios, la 

autoridad administrativa puede ordenar una serie de actuaciones destinadas a 

formar convicción en ella para así poder motivar su decisión. 

 

En el presente caso, no se puede formar una convicción respecto a la respuesta 

que emite el Banco de Crédito del Perú, sobre las 13 operaciones materia de 

cuestionamiento, sino que debe complementarse con otros medios probatorios 

adicionales que no fueron requeridos por la Comisión de Protección y Defensa 

del Consumidor, no cumpliendo, así como con el principio de verdad material. 



 

5. ¿La Autoridad administrativa no hizo uso de sus facultades consagradas en 

el Decreto Legislativo 807? 

 

Identificación: 

En el presente caso, se presentó una denuncia con poco material probatorio por 

parte del denunciante, debido a que es dificultoso conseguir pruebas que puedan 

ayudar a determinar si las operaciones se hicieron de manera correcta o no; sin 

embargo, al declararse rebelde al denunciado, la autoridad administrativa resolvió 

con el material probatorio que solo presento el denunciante.  

 

Análisis: 

Los órganos administrativos de Indecopi, es decir, los organismos de resolución 

de procedimiento sumarísimo (ORPS), las Comisiones, la Secretaria Técnica y la 

Sala Especializada en Protección al Consumidor tienen facultades establecidas en 

el Decreto Legislativo 807, que regula las facultades, normas y organización del 

Indecopi. 

 

En el caso que el denunciado no cumpla con apersonarse al procedimiento en el 

plazo establecido, la comisión debe requerirle los medios probatorios mínimos, 

con la finalidad de poder emitir un pronunciamiento coherente a los hechos 

señalados por el denunciante cumpliendo así el deber que le impone el principio 

de verdad material y el principio de impulso de oficio consagrado en el artículo 

IV del Título Preliminar del Texto Único Ordenado aprobado por el Decreto 

Supremo 004-2019-JUS que regula la Ley 27444, Ley de Procedimiento 

Administrativo General. 

 

La doctrina sobre la verdad material señala lo siguiente: 

Lo que ocurre es que la Administración no debe contentarse con lo aportado 

por el administrado, sino que debe actuar, aún de oficio, para obtener otras 

pruebas y para averiguar los hechos que hagan la búsqueda de la verdad 

material u objetiva, ya que en materia de procedimiento administrativo la 

verdad material prima sobre la verdad formal. Ello conlleva un principio de 

especial importancia en el ámbito de la actividad probatoria que es la 



oficialidad de la prueba, hemos referido líneas arriba. (Céspedes, Guzmán, 

Díaz, Tassano y Álvarez, p.43-44)  

 

Para dicha doctrina, la Administración debe verificar plenamente los hechos que 

serán parte en la motivación de sus decisiones así de esta manera se entiende que 

la Aministración debe orientarse a determinar la verdadera ocurrencia de los 

hechos.   

 

 CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 

 

1. ¿La rebeldía en un procedimiento administrativo tiene el mismo efecto que 

en un proceso judicial? 

 

Identificación: 

El presente caso, mediante Resolución N° 710-2016/ST-INDECOPI-ICA, de 

fecha 12 de julio de 2016, la Secretaria Técnica de la Comisión de la Oficina 

regional del Indecopi de Ica, resolvió declarar rebelde al Banco de Crédito del 

Perú, sin perjuicio de incorporarse en cualquier momento al procedimiento.  

 

Análisis: 

Para determinar los efectos que existe entre el estado de rebeldía en un 

procedimiento administrativo y un proceso civil, cabe remitirnos a las normas del 

derecho procesal a efectos de poder definir esta institución procesal, sobre el 

particular la doctrina nacional señala que: 

La rebeldía es una modalidad de inacción del demandado que se configura 

no con la ausencia de este en el proceso, sino con la omisión para contestar 

la demanda dentro del plazo señalado. La parte puede apersonarse al 

proceso y no contestar la demanda e incurre en rebeldía. (Ledesma 2008, 

pag.53) 

 

Ahora bien, en el procedimiento administrativo la rebeldía no tiene el mismo 

efecto que en un proceso judicial debido a que, el principio de preclusión el cual 

consiste en que en cada etapa procesal se deben realizar determinados actos 

procesales, se va haber flexibilizado; debido a que el rebelde puede incorporarse 



al procedimiento antes de que la autoridad administrativa emita una decisión, 

presentando sus medios probatorios los cuales deberán ser tomados en cuenta por 

la autoridad administrativa, situación que no sucede en un procedimiento judicial 

porque sus etapas son preclusivas. 

 

2. ¿El rebelde puede presentar medios probatorios en su recurso de apelación? 

 

Identificación: 

Mediante escrito de fecha 01 de agosto del 2016, el Banco de Crédito del Perú, 

sujeto procesal que es declarado rebelde en el presente procedimiento, presento 

los medios probatorios, así como también hizo mención en su recurso de 

apelación 

 

Análisis:  

En el presente caso, hay que señalar que el recurso de apelación es un medio 

impugnativo que tiene como finalidad cuestionar una decisión administrativa o 

judicial. Al respecto, Northcote (2004) define el recurso de apelación en sede 

administrativa de la siguiente manera: “El administrado solicita que el 

funcionario u órgano superior al que resolvió el expediente, lo revise nuevamente 

y emita una resolución que revoque o anule la resolución impugnada”.  

 

Sobre lo señalado, cabe indicar que, en el procedimiento administrativo, existen 

medios impugnatorios destinados a cuestionar una resolución administrativa, 

entre ellos tenemos el recurso de reconsideración, apelación y de revisión. 

 

En el presente caso, al ser un procedimiento sancionador solo cabe interponer 

recurso de apelación, sin embargo, cabe indicar que en este recurso de apelación 

el administrado puede incorporar medios probatorios sin ningún tipo de 

limitación, sin perjuicio de lo establecido en el Art. 126 del Código de Protección 

y Defensa del Consumidor en su apartado b que establece que en los 

procedimientos sumarísimos solo puede presentarse medios probatorios 

documentales. 

 



3. ¿Puede ser cuestionada la resolución emitida por la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor?   

 

Identificación: 

En el caso concreto, el denunciante ha obtenido una decisión desfavorable, 

debido a que la Sala Especializada en Protección al Consumidor revocó la 

resolución emitida por la Comisión de Protección y Defensa del Consumidor, 

declarándola infundada en todos los extremos. 

 

Análisis: 

Luego de emitirse el pronunciamiento de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor, la parte que considere que dicho pronunciamiento, no fue emitido 

conforme al ordenamiento jurídico vigente, puede acudir al Poder Judicial 

mediante una acción contenciosa administrativa. 

 

Sobre lo señalado, el artículo 138 de la Constitución Política del Perú permite 

que se pueda cuestionar la legalidad de una decisión administrativa a través de 

un proceso judicial, mediante una acción contenciosa administrativa, que tiene 

por objeto, controlar que los actos emitidos por las administraciones públicas, 

cumplan los parámetros legales y constitucionales.  

 

4.  ¿Indecopi puede otorgar indemnización en los procedimientos 

administrativos sancionadores? 

 

Identificación: 

En el presente caso si el consumidor considera conveniente, podría solicitar una 

indemnización en la vía civil, ya que no es posible otorgarlo en el procedimiento 

de protección al consumidor. 

 

Análisis: 

En los procedimientos seguidos ante el Indecopi, solo puede dictarse medidas 

correctivas, medidas cautelas, imponer multas, pero lo que no se puede es 

otorgar una indemnización a los consumidores perjudicados debido a que la 

norma expresamente lo señala y porque el Indecopi no está facultado para 



otorgar montos económicos de naturaleza indemnizatoria, sino más bien de 

medidas correctivas que tiene una función distinta a la indemnización. 

 

5. ¿Por qué se acudió al Indecopi y no a la Superintendencia de Banca y 

Seguros? 

 

Identificación: 

En el presente caso, se acudió ante el Indecopi mediante un procedimiento 

sancionador ordinario que se lleva ante una Comisión debido a que la pretensión 

del denunciante supera las 3 UIT, es por ello que en este procedimiento la 

segunda instancia es la Sala Especializada en Protección al Consumidor. 

 

Análisis:  

Es claro que estamos ante un procedimiento sancionador, con rasgos trilaterales, 

donde el objetivo es sancionar al proveedor que ha cometido una infracción 

contra las normas de protección al consumidor, al respecto sobre el 

procedimiento administrativo sancionador se señala: “Es aquel procedimiento 

por el cual la Administración buscará imponer una sanción al administrado, por 

haber incurrido en este desacato a una norma administrativa”.  (Dávalos, 2014, 

p. 259) 

 

Es decir, el procedimiento administrativo sancionador, en otras palabras, es el 

instrumento que utilizan los organismos públicos para así poder ejercer la 

potestad sancionadora.  

 

Asimismo, el mencionado procedimiento se rige en base a principios como lo 

son el principio de legalidad, el principio de razonabilidad, el principio de 

causalidad, entre otros. 

 

En el presente caso, dada la fecha de la interposición de la denuncia hasta la 

fecha en que termina el procedimiento, podemos constatar que el denunciante 

eligió el procedimiento sancionador ante Indecopi porque resulta más ventajoso, 

debido a que lo que busca es el reembolso del dinero. 

 



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

En el presente caso, el señor Gallegos Solís (en adelante, el “denunciante”) denunció 

ante la Comisión de Protección al Consumidor, al Banco de Crédito del Perú (en 

adelante, el “BCP” o el “denunciado”), por haber incurrido en afectaciones al deber de 

idoneidad. 

 

Al respecto, el denunciante alega que con fecha 17 de julio de 2015 realizó un depósito 

ascendente a S/. 47,781.53, a su cuenta de ahorros; y que, ese mismo día, realizó un 

retiro ascendente a S/. 8,500.00. 

 

Asimismo, señala que en vista de que se le extravió la Tarjeta, no volvió a realizar 

ningún otro movimiento, hasta que se le entregó una nueva tarjeta (Tarjeta Credimás), 

con la cual realizó una serie de operaciones hasta el día 03 de octubre de 2015. 

 

Finalmente, señala que luego de algunas semanas de haber realizado la última 

transacción que reconoce como válida (03 de octubre de 2015), al intentar hacer un 

retiro de su cuenta de ahorros se dio con la sorpresa de que la misma no contaba con 

fondos. Por ello, interpuso denuncia contra el BCP. 

 

De otro lado, el BCP señala que los 13 retiros efectuados entre el 08 y 30 de octubre de 

2015, se realizaron en estricta observación de las normas técnicas, ya que para los 

retiros se utilizaron la Tarjeta y la clave secreta del denunciante. 

 

Asimismo, señala que en la medida de que el denunciante no comunicó oportunamente 

el uso irregular de su Tarjeta, no se le puede atribuir responsabilidad al BCP ya que es 

responsabilidad de los clientes el cautelar la seguridad y el adecuado uso de sus 

Tarjetas. 

 



Finalmente señala que, el sistema de monitoreo del BCP no advirtió algún tipo de 

fraude porque los patrones de consumo del cliente no fueron alterados; por ende, no 

emitió ninguna alerta. 

 

Ahora bien, de la verificación de la denuncia y descargos se puede fijar como 

controversia si el Banco actuó conforme a la exigencia del deber de idoneidad, en 

relación a las operaciones no reconocidas por el denunciante. 

 

Es por ello, que se debe señalar lo siguiente: 

 

1. El denunciante alega que el Banco de Crédito del Perú habría permitido que 

personas inescrupulosas realicen operaciones bancarias consistentes en 13 retiros 

de dinero a través de cajeros automáticos, de su cuenta de ahorros N° 380-

483327003, en el periodo comprendido entre el 08 y 30 de octubre de 2015. 

2. Por su parte, el Banco de Crédito del Perú señala que las operaciones bancarias 

realizadas se dieron en estricto cumplimiento de las normas técnicas pues se 

efectuaron con el uso de la Tarjeta Credimás así como de su respectiva clave 

secreta. 

3. De la revisión de los hechos, podemos advertir que la Tarjeta Credimás se 

encontraba activa durante el periodo en el que dieron las operaciones no 

reconocidas por el denunciante. Ello se acredita con el hecho de que recién el 17 

de febrero de 2016, el señor Gallegos Solís solicitó el bloqueo de dicha tarjeta. 

4. Si bien es cierto el denunciante reputa como inválidas aquellas operaciones, a 

través de los medios probatorios presentados por el BCP se puede evidenciar que 

las mismas se efectuaron utilizando la Tarjeta (entendida como el material 

plástico) y clave secreta del cliente. Asimismo, se han podido verificar la fecha y 

hora de las transacciones, número de la tarjeta, montos de retiro, y la validación de 

la operación. 

5. Es preciso tener en cuenta que, tanto la tarjeta bancaria como la clave secreta, son 

de uso personal. Por ende, así como constituye obligación de las entidades 

financieras el cautelar el patrimonio de sus clientes, también es obligación de los 

clientes el cautelar su información financiera y sus medios de acceso a sus cuentas 

bancarias. 



6. Teniendo en cuenta aquellas consideraciones, queda acreditado que el BCP no 

incurrió en falta alguna ya que las operaciones bancarias cuestionadas por el 

denunciante, se efectuaron de manera válida. 

7. Estando a ello, coincido con la decisión adoptada por el Tribunal, ya que ha 

realizado una correcta verificación de los hechos, así como un adecuado análisis 

de los argumentos esbozados por las partes. 

8. Por otro lado, no comparto lo resuelto por la Comisión que declara fundada la 

denuncia ya que, como he podido corroborar, las operaciones bancarias sí se 

efectuaron de manera válida.  

9. Si bien es cierto, su decisión se debe en gran medida a que el BCP no presentó de 

manera oportuna los medios probatorios que acrediten la validez de las 

operaciones, es también cierto que pudo haber requerido la presentación de los 

mismos bajo apercibimiento, más aún cuando en su decisión señala que 

corresponde invertir la carga de la prueba hacia el denunciado por estar en una 

mejor posición de asumirla. 

10. Sustento lo anterior en el hecho de que no se puede llegar a fijar una decisión, sin 

haber realizado un análisis probatorio, aun sabiendo que existe controversia, y que 

en el procedimiento se han discutido cuestiones de hecho más que de derecho. 

11. Además de ello, el hecho de que se le declare rebelde a un administrado por no 

presentar dentro del término de ley su escrito de descargos, no implica de modo 

alguno que se le repute como responsable, pues como hemos señalado, es deber 

de la Administración realizar una correcta verificación de los hechos, tal como lo 

establece el principio de verdad material. 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

 CUESTIONES MATERIALES: 

 

1- ¿El denunciado infringió el deber de idoneidad? 

 

Considero que no, debido a que con los medios probatorios que presentaron 

posterior a la emisión de la resolución por parte de la comisión, pudieron 

esclarecer que las transacciones efectuadas por el denunciante fueron válidas, 



debido a que se probó mediante las “Winchas Auditoras” y el “Reporte Tandem” 

y otros medios probatorios complementarios, que las operaciones las realizo el 

propio consumidor debido a que este era el titular de la tarjeta de debido y era el 

único que contaba con la clave para poder acceder a la cuenta de ahorros. 

 

2-  ¿La medida correctiva solicitada tiene naturaleza indemnizatoria? 

 

En el presente caso se solicitó una medida correctiva reparadora debido a que 

tenía como finalidad resarcir el presunto perjuicio económico inmediato que 

sufrió el consumidor, por los retiros que supuestamente este no realizo con su 

tarjeta de débito.  

 

Asimismo, cabe mencionar que la medida correctiva reparadora solicitada, que 

es la devolución del dinero sustraído, para el Código de Protección y Defensa 

del Consumidor, no tiene naturaleza indemnizatoria. 

 

Sobre el particular, cabe señalar que la tarjeta de débito es un instrumento 

financiero emitido por un Banco; su importancia radica en que permite realizar 

pagos con el dinero que los titulares tengan en su cuenta de ahorros u otro tipo 

de cuenta bancaria. Por ende, a través de esta solo se puede realizar retiros de 

dinero o, en todo caso, realizar pagos. Es preciso tener en cuenta que su uso, 

modificaciones contractuales, cancelación, etc.; debe hacerse siempre respetando 

el marco establecido en la Ley General del Sistema Financiero, Ley de 

Protección al Consumidor, y demás normas pertinentes. 

 

3- ¿Quién tiene la carga de la prueba en el presente caso?  

 

La prueba, en sentido procesal y procedimental, es todo elemento que permite 

determinar la verdad o falsedad de hecho materia de controversia, para así 

otorgarle la razón a uno de los actores.  

 

En principio, la carga de la prueba le corresponde a quien afirma hechos que 

configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos. No 

obstante, ante situaciones en que se evidencie cierta desigualdad entre las partes, 



la Administración está en la facultad de invertir la carga de la prueba a quien esté 

en mejor posición de asumirla. 

 

Sobre la base de las ideas expuestas, considero que tanto el denunciante como el 

denunciado tenían el deber de probar lo alegado, sin embargo, en el presente caso 

el denunciado se encuentran en una mejor posición para poder acreditar si dicho 

hecho ocurrió o no, debido a que cuenta con una mejor accesibilidad al material 

probatorio, el cual resultaría imposible de conseguir por parte del denunciante, 

puesto que este no podría aportar los medios probatorios como son las copias de 

las “Winchas Auditorias” y “Reporte Tandem” 

  

4- ¿Qué consecuencias genera la inobservancia de Principios Administrativos 

por parte de la autoridad administrativa en un procedimiento 

administrativo? 

 

Considero que las inobservancias de los principios administrativos al momento 

de emitir una resolución pueden acarrear la nulidad de esta, debido a que los 

principios administrativos irradian el procedimiento administrativo y establecen 

las directrices que debe de cumplir la administración. 

 

Es por ello que, en el presente caso no se cumplió con el principio de verdad 

material, debido a que la Secretaria Técnica debió de requerir bajo 

apercibimiento los medios probatorios al denunciado con la finalidad de poder 

tener una mejor convicción sobre el caso al momento de emitir un 

pronunciamiento. 

 

5- ¿La Autoridad administrativa no hizo uso de sus facultades consagradas en 

el Decreto Legislativo 807? 

 

Considero que no, ya que los órganos administrativos del Indecopi, ya sea la 

secretaria técnica, la OPS o la Comisión tienen facultades establecidas en la ley a 

fin de poder verificar los hechos expuesto por las partes, sin que esto conlleve a 

vulnerar la carga de la prueba de las partes. 

 



Es por ello que en el presente caso no se hizo uso de las facultades establecidas 

en el artículo 2 del Decreto Legislativo 807, el cual establece que la Comisión, 

Oficina o Sala Especializada en Protección al Consumidor pueden exigir a las 

personas naturales o jurídicas la exhibición de todo tipo de documentos, 

incluyendo libros contables y societarios, etc. 

 

Así como también en el artículo 24 Decreto Legislativo 807 se señala que el 

Secretario Técnico se encargara de la tramitación del procedimiento, y por ende 

puede llevar inspecciones e investigaciones necesarias para otorgar mayores 

elementos de juicio a la Comisión. 

 

 CUESTIONES PROCEDIMENTALES: 

 

1. ¿La rebeldía en un procedimiento administrativo tiene el mismo efecto que 

en un proceso judicial? 

 

Considero que no, debido a que la rebeldía, puede entenderse como la no 

comparecencia del demandado, frente a un proceso, durante un periodo de tiempo 

determinado. La referida figura procesal, también puede presentarse en el ámbito 

del Derecho administrativo, cuando ante el emplazamiento realizado por la 

administración, el reclamado no refuta siquiera lo señalado por el reclamante. Si 

bien es cierto, ante la declaratoria de rebeldía, se pueden tomar por ciertas las 

alegaciones del reclamante, es deber de la Administración realizar una correcta 

verificación de los hechos, antes de emitir un pronunciamiento 

 

2. ¿El rebelde puede presentar medios probatorios en su recurso de apelación? 

 

Sí, debido a que la parte que no ofreció en su oportunidad puede hacerlo antes 

que la autoridad administrativa tome una decisión, es por ello, que estos medios 

probatorios deben de ser tomados en cuenta por la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor, con la finalidad de emitir una resolución conforme a 

ley. 

 



3. ¿Puede ser cuestionada la resolución emitida por la Sala Especializada en 

Protección al Consumidor?    

 

Sí, es posible cuestionar la Resolución de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor, debido a que la Constitución Política del Perú vigente, nos otorga 

una vía para poder cuestionar la legalidad de las resoluciones que emite todo ente 

administrativo que es el proceso contencioso administrativo, con la finalidad de 

poder hacer una revisión de los aspectos legales llevados a cabo en un 

procedimiento administrativo, es decir que la autoridad haya emitido su acto 

administrativo respetando todas las garantías y requisitos que la propia norma 

administrativa le impone. 

 

4. ¿Indecopi puede otorgar indemnización en los procedimientos 

administrativos sancionadores? 

 

No es posible, sin embargo, si lo que se busca es una indemnización se puede 

acudir al arbitraje de consumo que es un proceso mucho más expeditivo que el 

poder judicial. 

 

Actualmente, las partes se encuentran facultadas a recurrir al arbitraje de 

consumo, para que puedan resolver su conflicto sin tener que llegar a una 

sanción, pero se debe tener en cuenta que, si el Indecopi se percata que la 

infracción afecta a terceros, este puede seguir de oficio el procedimiento 

sancionador con la finalidad de prevenir que la conducta vuelva a configurarse. 

 

5. ¿Por qué se acudió al Indecopi y no a la Superintendencia de Banca y 

Seguros? 

 

Teniendo en consideración la fecha en que ocurrieron los hechos y las 

actuaciones procedimentales, estoy de acuerdo con la estrategia planteada por el 

denunciante debido a que hizo bien en acudir a Indecopi debido a que este cuenta 

con un procedimiento sancionador en el cual podía dictar medidas correctivas 

con la finalidad de reparar el daño ocasionado al consumidor, ya que en esas 

fechas la Superintendencia de Banca y Seguros no estaba facultada para dictar 



medidas correctivas es recién con la promulgación del reglamento de sanciones 

emitido mediante Resolución S.B.S Nº 2755-2018 de fecha 16 de julio de 2018 

en la que se le faculta a la SBS en poder dictar medidas correctivas. 

 

IV. CONCLUSIONES 

 

 El principio de preclusión en un procedimiento administrativo es más flexible a 

comparación de un proceso judicial, debido a que permite que la parte que no 

hizo sus descargos en su oportunidad pueda incorporarse al procedimiento 

aportando las pruebas que considere pertinentes. 

 

 La autoridad administrativa antes de emitir un pronunciamiento debe verificar 

en todo momento un respeto del principio de debido procedimiento 

administrativo, debido a que constituye una garantía procedimental de mucha 

relevancia y que su incumplimiento puede conllevar a la nulidad del acto 

administrativo. 

 

 La medida correctiva reparadora no tiene la finalidad de indemnizar al 

consumidor perjudicado, sino más bien reparar los daños inmediatos sufridos 

como consecuencia de la conducta infractora. 

 

 El arbitraje de consumo es una vía en el cual el consumidor puede ver 

satisfecha su tutela indemnizatoria, que para el caso concreto no se pudo 

otorgar pues nos encontramos en la vía del procedimiento de protección al 

consumidor. 

 

 La autoridad administrativa no puede suplir la carga probatoria que tienen las 

partes; sin embargo, en aras del principio de verdad material e impulso de 

oficio puede hacer uso de sus facultades a fin de requerirles que presenten 

medios probatorios que son relevantes para el procedimiento. 

 



 La Resolución de la Comisión de Protección al Consumidor fue inadecuada a 

diferencia de la Resolución de la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor, el mismo con el que me encuentro de acuerdo.  
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